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Acta N° 306 de junio 29 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por PRIMER TAX S.A. contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de esta ciudad, a la que fueron vinculados el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local y el Banco de Bogotá S.A., sucursal Pereira (Carrera 8ª No. 18-51).

ANTECEDENTES

PRIMER TAX SA, por medio de su representante legal y por conducto de apoderado judicial, presentó acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil Municipal, en la que solicita el amparo de los derechos fundamentales “al debido proceso y el acceso a la administración de justicia”, vulnerados, afirma, por el citado despacho judicial.
Narró, en síntesis, que el 21 de abril de 2015 la citada empresa presentó demanda de responsabilidad civil contractual frente al Banco de Bogotá; el 5 de noviembre de 2015 se llevó a cabo la audiencia de que trata el artículo 432 del Código de Procedimiento Civil, “modificado por la Ley 1395 de 2010”, donde culminó la etapa de práctica de pruebas; la de alegaciones y fallo se adelantó el 10 de febrero de 2016; se desestimaron las pretensiones invocadas y, como consecuencia de ello, se interpuso recurso de apelación que fue concedido conforme al numeral 4º del citado artículo 432, en concordancia con los artículos 354 y 360 de la misma legislación, por lo que debía ser sustentando ante el superior. Para desatar la alzada, el asunto fue repartido al Juzgado Cuarto Civil del Circuito, el que mediante providencia del 18 de mayo de 2016, resolvió declarar desierto el mismo con fundamento en el literal b, numeral 2, del artículo 625; la funcionaria de primer grado no dio aplicación al tránsito de legislación y, en forma equivocada aplicó el numeral 4º del artículo 432 del C. de P. Civil; acorde con la etapa en la que se hallaba el proceso, la impugnación debió concederse por parte de la juez de instancia y como directora del proceso en la forma establecida por la ley 1564 de 2012 bajo el cauce regulado en el numeral 3º de su artículo 322, lo que deriva en la violación de los derechos invocados por un error en el procedimiento.
Pidió, en consecuencia, su protección y, como consecuencia de ello, que se deje sin efecto la actuación surtida por el Juzgado de primera instancia, posterior a la sentencia, con el fin de que se conceda el recurso conforme a la Ley 1564 como corresponde.
Recibido por competencia, con auto del 21 de junio la Sala le dio el impulso de rigor con la vinculación del Juzgado Cuarto Civil del Circuito y del Banco de Bogotá S.A. Se concedió el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa y se solicitó del despacho judicial accionado el envío de copias relacionadas con el asunto. Así procedió, e indicó que  el proceso se encuentra pendiente de la liquidación de costas; asimismo, con posterioridad, dio cuenta de que contra el auto por medio del cual el Juzgado Cuarto Civil del Circuito declaró la deserción del recurso de apelación, no se interpuso ningún recurso. 
El Banco de Bogotá S.A., solicitó que se nieguen las súplicas pues la acción es improcedente, en tanto carece de idoneidad para controvertir resoluciones judiciales. 
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular. 

En el caso presente, PRIMER TAX S.A., dirige su reclamo contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de esta ciudad, porque considera que este lesionó sus derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, al achacarle el hecho de que la declaratoria de deserción del recurso de apelación que presentó contra la sentencia proferida el 10 de febrero de 2016, obedeció al error que se cometió por parte de la funcionaria de primera instancia al conceder el mismo con las reglas del Código de Procedimiento Civil, y no con las previsiones de que trata el numeral 3º del artículo 322 del Código General del Proceso, como era lo pertinente.
Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Se tiene aquí que el Juzgado Segundo Civil Municipal de la localidad, en audiencia llevada a cabo el día 10 de febrero del año que avanza, profirió sentencia dentro del proceso que por responsabilidad civil contractual inició PRIMER TAX S.A. frente al Banco de Bogotá, mediante la cual declaró probadas las excepciones de mérito allí opuestas, no accedió a las pretensiones incoadas y condenó en costas a la parte actora en favor de la demandada; contra esa decisión se alzó la demandante y su apoderado judicial expresó en el acto: “no sé si tenga que sustentarla de una vez” -audio: minuto 55:36 a 55:54- (disco inserto a folio 29); se concedió el recurso y la funcionaria le indicó que no era del caso dicha sustentación en esa audiencia, atendiendo para ello las reglas del Código de Procedimiento Civil, y se procedió a la remisión del expediente al Juzgado Civil del Circuito –Reparto- el día 18 de febrero siguiente. El Juzgado Cuarto de esa especialidad y categoría, procedió, mediante proveído del 18 de mayo a declarar desierto el recurso de apelación propuesto, teniendo como premisa que, acorde con el tránsito de legislación, promovido un recurso de esta estirpe, debían anunciarse los reparos que se formulaban contra la providencia objeto de queja, tal como lo refiere el inciso 2º, numeral 3º del artículo 322 del Código General del Proceso.


 

En tal estado de cosas, contaba el accionante con otros mecanismos de defensa judicial dentro de la actuación. En primer lugar, como mínimo, debió hacerle ver a la funcionaria de primer grado que concedió el recurso de apelación, que procedía de su parte hacer los reparos concretos, bien en la misma audiencia, ora, dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización, siguiendo el cauce legal antedicho, sin que pueda servir de excusa, sin más, la aplicación normativa que para el evento tuvo en cuenta la funcionaria de primer grado, pues es claro que también los apoderados de las partes tienen una tarea que cumplir en este tránsito de legislación, que es la de conocer con certeza cómo deben ser aplicadas las reglas generales y especiales de los artículos 624 y 625 del Código General del Proceso. De haberlo tenido claro el abogado, no hubiera permitido que la funcionaria de primera instancia concediera, sin más, el recurso, pues previamente había que sentar los reparos concretos. 

  



Pero, más relevante que esto, es que una vez se recibió la actuación por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, se profirió el auto del 18 de mayo del presente año, que declaró desierto el recurso, por cuanto no se cumplió esa regla. Contra esa providencia, como mínimo, cabía el recurso de reposición, con el cual se le pudo haber destacado a la funcionaria de segundo grado, la irregularidad que se presentó que, se insiste, no solo tuvo origen en la funcionaria de conocimiento, sino también en el apoderado judicial de la sociedad accionante. 
  



Con lo cual, salta a la vista que como la acción de tutela es, por su naturaleza misma, subsidiaria o residual, y solo cabe cuando se ha echado mano de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas, en este evento no se acudió a ellas. Es decir, se rompió la regla de la subsidiariedad, señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, si se tiene en cuenta, además, que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a los recursos y solicitudes que en su momento pudo interponer.

 



Lo dicho traerá como consecuencia la declaratoria de improcedencia de la demanda frente a los Juzgados intervinientes, y se absolverá al Banco de Bogotá SA, por no hallarse de su parte trasgresión alguna frente a los derechos invocados.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo reclamado por PRIMER TAX SA, frente a los Juzgados Segundo Civil Municipal y Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad.
Se absuelve al Banco de Bogotá S.A.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone su archivo sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                            DUBERNEY GRISALES HERRERA

        Con ausencia justificada

� Sentencia C-543-92
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